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Se analiza detalladamente la responsabilidad administrativa del em- 
presario, que la nueva Ley de Prevención de Riesgos Laborales considera 
de forma especial en sus artículos 42 y 54, ya que le establece como úni- 
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dad e higiene y, por tanto, destinatario único de las sanciones de esta na- 
turaleza. 
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En este artículo nos vamos a ocu- 
par, en general, de la regulación que 
la Ley de Prevención de Riesgos La- 
borales hace de la responsabilidad 
empresarial en la materia, centrándo- 
nos especialmente en el análisis de 
los artículos 42 y 54, por lo innovador 
de la sanción que contempla este últi- 
mo, aunque definitivamente, tras una 
larga tramitación parlamentaria, haya 
sido nada más que a través de una 
simple remisión explícita a la Ley de 
Contratos de las Administraciones 
Públicas. 

La Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales (LPRL), al igual que la LI- 
SOS, establece como único posible 

(*) Este articulo es el trabajo presentado a la Fundación MAPFRE como resultado final de la investigación desarrollada durante el año 1995, a raíz de la 
beca concedida en su convocatoria 1994-1995, sobre -Responsabilidades empresariales derivadas del incumplimiento de medidas de seguridad e higiene 
en el trabajo y recargo de prestaciones>>. 
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sujeto pasivo de las infracciones ad- 
ministrativas en materia de seguridad 
e higiene al empresario y, por tanto, 
destinatario único de las sanciones 
de esta naturaleza. 

En este sentido, el artículo 14 de la 
LPRL denominado como <<Derecho a 
la protección frente a los riesgos la- 
borales>>, establece, en su párrafo 1.” 
que «LOS trabajadores tienen derecho 
a una protección eficaz en materia de 
seguridad y salud en el trabajo,,, y 
este derecho del trabajador supone 
un deber u obligación jurídica para el 
empresario, como así se establece 
inmediatamente cuando se dice que 
<reI citado derecho supone la existen- 
cia de un correlativo deber del empre- 
sario de protección de los trabajado- 
res frente a los riesgos laborales,,, y 
más adelante, en el apartado 3.” del 
mismo artículo, que <cel empresario 
deberá cumplir las obligaciones esta- 
blecidas en la normativa sobre pre- 
vención de riesgos laborales,,. De es- 
ta prescripción se deduce que si el 
empresario no cumple con tal deber, 
incurrirá en responsabilidad, de 
acuerdo con el contenido en la mate- 
ria de la presente Ley. 

En el apartado 2.” de este mismo 
artículo 14 se menciona de forma ge- 
neral y resumida el contenido del de- 
ber general de prevención que vincu- 
la al empresario y que después es 
pormenorizado a lo largo del articula- 
do de la Ley: «En cumplimiento del 
deber de protección, el empresario 
deberá garantizar la seguridad y la 
salud de los trabajadores a su servi- 
cio en todos los aspectos relaciona- 
dos con el trabajo, a estos efectos, en 
el marco de sus responsabilidades, el 
empresario realizará la prevención de 
los riesgos laborales mediante la 
adopción de cuantas medidas sean 
necesarias para la protección de la 
seguridad y la salud de los trabajado- 
res, con las especialidades que se re- 
cogen en los artículos siguientes en 
materia de evaluación de riesgos, in- 
formación, consulta y participación y 
formación de los trabajadores, aktua- 
ción en casos de emergencia y riesgo 
grave e inminente, vigilancia de la sa- 
lud, y mediante la constitución de una 
organización y de los medios necesa- 
rios en los términos establecidos en 
el capítulo IV de la presente Ley. 

El empresario desarrollará una ac- 
ción permanente con el fin de perfec- 
cionar los niveles de protección exis- 
tentes y dispondrá de lo necesario 
para la adaptación de las medidas de 
prevención señaladas en el párrafo 
anterior a las modificaciones que 
puedan experimentar las circunstan- 
cias que incidan en la realización del 
trabajo.= 

La Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales, al igual que 
la LISOS, establece como único 
posible sujeto pasivo de las 
infracciones administrativas en 
materia de seguridad e higiene 
al empresario. 

Después de todo lo expuesto hasta 
ahora sobre las obligaciones jurídicas 
que pesan sobre el empresario de 
cumplir fielmente sus deberes sobre 
seguridad, con la consecuencia jurídi- 
ca de que si no lo hace será declara- 
do responsable de ese incumplimien- 
to, con las repercusiones que ello su- 
pone, debemos exponer en este 
punto la matización que en relación a 
esta cuestión hace claramente el 
apartado 4.” del’artículo 14: <<Las obli- 
gaciones de los trabajadores estable- 
cidas en esta Ley, la atribución de 
funciones en materia de protección y 
prevención a trabajadores o servicios 
de la empresa y el recurso al concier- 
to con entidades especializadas para 
el desarrollo de actividades de pre- 
vención complementarán las accio- 
nes del empresario, sin que por ello 
le eximan del cumplimiento de su de- 
ber en esta materia (que, por cierto, 
es muy amplio), sin perjuicio de las 
acciones que pueda ejercitar, en su 
caso, contra cualquier otra persona.,, 

En este apartado se plasma la res- 
ponsabilidad de carácter administrati- 
vo única del empresario si éste ha in- 
cumplido sus deberes jurídicos de 
prevención, que, al tener un conteni- 
do tan sumamente amplio, apenas 
existen posibilidades de liberación 
para el mismo de este tipo de respon- 
sabilidad, dado que la jurisprudencia 
en estos casos recurre a los concep- 
tos de culpa in eligendo y culpa in vi- 
gilando del empresario, aunque con- 

curra en la negligencia en la materia 
de algún trabajador suyo, en cuyo su- 
puesto, declarada la responsabilidad 
administrativa del empresario, éste 
podrá ejercitar contra ellos las accio- 
nes civiles 0 penales que correspon- 
dan (nunca administrativas), o bien el 
poder disciplinario que tiene atribuido 
por su condición de empresario y or- 
ganizador de su empresa (art. 20 del 
ET). 

ANÁLISIS DETALLADO DEL 
CAPíTULO VII 
«RESPONSABILIDADES Y 
SANCIONE% DE LA LPRL 

Exégesis del artículo 42 sobre 
«responsabilidades y su 
compatibilidad>) 

El artículo básico en materia de 
responsabilidad empresarial por in- 
cumplimiento de las medidas de se- 
guridad e higiene en el trabajo es el 
artículo 42, que precisamente lleva la 
rúbrica de <(Responsabilidades y su 
compatibilidad),, el primero del capí- 
tulo VII de la Ley, titulado Giespon- 
sabilidades y sanciones,). 

Su aoartado 1.” reaula aue <cel in- 
cumplir&ento por losempr&arios de 
sus obligaciones en materia de pre- 
vención de riesgos laborales dará Iu- 
gar a responsabilidades administrati- 
vas, así como, en su caso, a respon- 
sabilidades penales y civiles por los 
daños y perjuicios que puedan deri- 
varse de dicho incumplimiento=. 

Aquí se deja bien claro el principio 
básico de que los incumplimientos 
empresariales de las normas sobre 
seguridad e higiene en los lugares de 
trabajo que le incumben (y que son, 
al menos, las contenidas en esta nor- 
ma, a tenor de su art. 22, así como 
las normas reglamentarias que la de- 
sarrollen, que tendrán en todo caso el 
carácter de Derecho necesario míni- 
mo indisponible, pudiendo ser mejo- 
radas y desarrolladas en los conve- 
nios colectivos) darán lugar a que se 
derive para él responsabilidad de na- 
turaleza administrativa, que además, 
será compatible con las de natúraleza 
civil y/o penal, que, claro es, no se re- 
gulan en esta norma laboral, sino en 
sus normativas propias y específicas. 
Más adelante, en este mismo precep- 
to, se matizará esta inicial compatibili- 
dad entre la responsabilidad adminis- 
trativa y penal. 

En el apartado 2.” se establece de 
manera expresa la responsabilidad 
solidaria de la empresa principal res- 
pecto de los contratistas y subcontra- 
tistas, del cumplimiento, durante el 
período de la contrata, de las obliga- 
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ciones impuestas por esta Ley en re- 
lación con los trabajadores que aqué- 
Ilos ocupen en los centros de trabajo 
de la empresa pnnclpal, siempre que 
la infracción se haya producido en el 
centro de trabajo de dicho empresario 
principal. 

Además, se dice explícitamente 
que la responsabilidad del empresa- 
rio principal será de naturaleza soli- 
daria, consagrando de este modo la 
interpretación que hasta el momento 
venía haciendo en este mismo senti- 
do la jurisprudencia mayoritaria en 
ausencia de norma concreta que lo 
dispusiera de forma expresa. 

En el 2.” párrafo de este apartado, 
la ley, de manera coherente con el 
resto de la regulación positiva vigente 
en España, concretamente con la en- 
trada en vigor en 1994 de la Ley de 
Empresas de Trabajo Temporal, has- 
ta ese momento proscritas en nuestro 
ordenamiento, se refiere a esta reali- 
dad, y así dice que <cen las relaciones 
de trabajo de las empresas de trabajo 
temporal la empresa usuaria será 
responsable de la protección en ma- 
teria de seguridad y salud en el traba- 
JO en los términos del artículo 16 de la 
Ley 14/1994, de 1 de julio, por la que 
se regulan las empresas de trabajo 
temporal=. Constituye, pues, una nor- 
ma de remisión, ya que habrá que 
acudir a la Ley que cita para conocer 
el contenido del derecho sustantivo 
aplicable a la matena. El artículo 16 
de la citada Ley 14/1994 lleva el título 
de ~~Obligacrones de la empresa 
usuaria,,, siendo su contenido el si- 
guiente: 

1. Con carácter previo al inicio de 
la prestación de servicios, la empresa 
usuaria deberá informar al trabajador 
sobre los riesgos derivados de su 
puesto de trabajo, así como las medi- 
das de protección y prevención con- 
tra los mismos. 

2. La empresa usuaria es respon- 
sable de la protección en materia de 
seguridad e higiene en el trabajo, así 
como del recargo de prestaciones de 
Seguridad Social a que se refiere el 
artículo 93 del Decreto 2065/1974, de 
30 de mayo, por el que se aprueba el 
Texto refundido de la LGSS (esta re- 
ferencia debe hoy día entenderse he- 
cha al art. 123 del vigente TRLGSS 
de 20 de Junio de 1994), en caso de 
AT o EP que tenga lugar en su centro 
de trabajo durante la vigencia del 
contrato de puesta a disposición y 
traigan su causa de falta de medidas 
de seguridad e higiene. 

Como hemos podido apreciar, lo 
relevante en el tema que nos ocupa 
consiste en que, en las empresas de 
trabajo temporal, será responsable 

En las relaciones laborales de las empresas de Trabajo Temporal, la empresa usuaria 
será responsable de la protección en matena de segundad y salud en el trabajo. 

administrativamente por el inCUfTIpl¡- 
miento de las debidas medidas de se- 
guridad e higiene en el trabajo la em- 
presa usuaria, y también lo es del re- 
cargo de prestaciones si el AT o la 
EP se ha producido en un centro de 
trabajo suyo durante la vigencia del 
contrato de puesta a disposición. En 
caso contrario, cuando haya desapa- 
recido la relación entre el trabajador y 
la empresa usuaria, entendemos que 
será estimada responsable adminis- 
trativamente la empresa cedente de 
los trabajadores. 

El apartado 3.” del artículo 42 de la 
LPRL hace referencia a que <<las res- 
ponsabilidades administrativas que 
se deriven del procedimiento sancio- 
nador serán compatibles con las in- 
demnizaciones por los daños y perjui- 
cios’causados y del recargo de pres- 
taciones económicas del sistema de 

la Seguridad Social que puedan ser 
fijadas por el órgano competente pre- 
visto en la normativa reguladora de 
dicho sistema,,. 

Podemos decir respecto a esta re- 
glamentación que no se establece 
otra cosa que lo ya contenido en la 
normativa en vigor, como es la com- 
patibilidad entre la responsabilidad 
administrativa especial, aunque otros 
le niegan tal carácter, defendiendo su 
naturaleza de simple prestación de 
Seguridad Social, como es el recargo 
de prestaciones económicas. La com- 
patibilidad de éste con el resto de po- 
sibles responsabilidades dimanantes 
del incumplimiento de la normativa 
prevencionista ya se contenía en el 
artículo 93 de la LGSS de 1974, apar- 
te de la normativa anterior, sustituido 
recientemente, aunque con idéntico 
contenido por el artículo 123 del nue- 
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En nmgún caso podrá ser objeto de seguro alguno, la responsab/lidad del pago del 
recargo de prestaciones económicas por falta de medidas de seguridad e Mglene en el 
trabajo. 

VO TRLGSS de 1994. La doctrina ha 
criticado a veces tal compatibilidad, 
tanto entre responsabilidad adminis- 
trativa y recargo como entre el recar- 
go y la responsabilidad civil; la prime- 
ra, porque si el recargo es efectiva- 
mente una sanción, supondría una 
doble sanción administrativa que vul- 
neraría el implícito cuasi constitucio- 
nal del non bis in idem, y la segunda, 
porque puede dar lugar a enriqueci- 
mientos injustos si ambas indemniza- 
ciones no se estiman de forma coor- 
dinada, y para ello se defiende que 
en las acciones civiles en esta<mate- 
ria sean también competentes los ór- 
ganos jurisdiccionales de lo social. 

El párrafo 4.” supone una plasma- 
ción explícita del principio antes men- 
cionado del non bis in idem, cuando 
establece que <cNo podrán sancionar- 
se los hechos que ya hayan sido san- 
cionados penal o administrativamen- 
te, en los casos en que se aprecie 
identidad de sujeto, hecho y funda- 
mento. 

En los casos de concurrencia con 
el orden jurisdiccional penal será de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 
3 de la Ley de Infracciones y Sancio- 
nes en el Orden Social, para cuya 

efectividad la autoridad laboral y la 
Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social velarán por el cumplimiento de 
los deberes de colaboración e infor- 
mación con el ministerio fiscalía. 

Esta regulación no supone ninguna 
novedad, ya que no hace más que 
reiterar un principio de actuación pro- 
pio de los Estados democráticos de 
Derecho, estimados primero vigentes 
por el Tribunal Constitucional y con- 
sagrados más tarde en el Derecho 
positivo de acuerdo con el artículo 3 
de la LISOS, a que este precepto se 
remite expresamente y que, por su 
parte, bajo la rúbrica de <Concurren- 
cia con el orden jurisdiccional penal,, 
tiene el contenido que redactamos 
seguidamente: 

scl. En los supuestos en que las in- 
fracciones pudieran ser constitutivas 
de delito, la Administración pasará el 
tanto de culpa al órgano judicial com- 
petente o al ministerio fiscal y se abs- 
tendrá de seguir el procedimiento 
sancionador mientras la autoridad ju- 
dicial no dicte sentencia firme o reso- 
lución que ponga fin al procedimiento. 

2. De no haberse estimado la exis- 
tencia de delito, la Administración 
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continuará la tramitación del expe- 
diente sancionador en base a los he- 
chos que los Tribunales hayan consi- 
derado probados. 

3. En todo caso deberán cumplirse 
de modo inmediato las medidas ad- 
ministrativas adoptadas para salva- 
guardar la seguridad e higiene de 
riesgo inminente.= 

La única novedad que observamos 
en relación a este punto es la reseña 
específica del deber que incumbe a la 
autoridad laboral y a la Inspección de 
Trabajo de velar por el cumplimiento 
de los deberes de colaboración e in- 
formación con el ministerio fiscal. Es- 
to parece querer significar una garan- 
tía de que lo establecido anteriormen- 
te se va a cumplir en la práctica, ya 
que sin esa colaboración entre órga- 
nos que se comuniquen entre sí sus 
actuaciones puede resultar relativa- 
mente frecuente que procedimientos 
administrativos y penales por los mis- 
mos hechos, contra el mismo sujeto y 
en base al mismo fundamento se es- 
tén desarrollando simultáneamente 
sin que se sepa. 

El número 5 de este artículo 42 del 
PLPRL sí que establece una novedad 
plasmada en el Derecho positivo, que 
no jurisprudencial, pues constituye 
precisamente la consagración de la 
doctrina del Tribunal Constitucional 
en un pronunciamiento sobre un su- 
puesto determinado de la realidad. 
Se dice que <<Ia declaración de he- 
chos probados que contenga una 
sentencia firme del orden jurisdiccio- 
nal contencioso-administrativo, relati- 
va a la existencia de infracción a la 
normativa de prevención de riesgos 
laborales, vinculará al orden social de 
la jurisdicción, en lo que se refiere al 
recargo, en su caso, de la prestación 
económica del sistema de la Seguri- 
dad Social,, . 

Como dijimos, se está plasmando 
la doctrina del TC de que unos mis- 
mos hechos no pueden existir y dejar 
de existir para dos órganos del Esta- 
do, dando lugar a resoluciones con- 
tradictorias de uno y otro, porque, 
aunque la valoración jurídica de cada 
órgano sí que puede ser diferente, ya 
que los criterios de aplicación del De- 
recho no son iguales en cada rama 
del ordenamiento, la identificación de 
los hechos sí que debe ser semejan- 
te, porque lo contrario supondría una 
gran inseguridad jurídica, proscrita a 
nivel constitucional en el artículo 9.3 
de la Norma Fundamental, y, al mis- 
mo tiempo, atentaría contra el dere- 
cho a la tutela judicial efectiva, que 
constituye también un principio cons- 
titucional recogido en su artículo 24. 

De este modo, si en un juicio en el 



orden contencioso-administrativo en 
que se está juzgando a un empresa- 
rio por el incumplimiento de las medi- 
das de seguridad a que estaba nor- 
mativamente obligado queda probado 
que tales hechos constitutivos de la 
infracción se produjeron realmente, 
después, en un juicio en el orden so- 
cial en que se dirima si por tales he- 
chos procede o no la imposición del 
recargo de prestaciones, no se puede 
estimar que tales hechos no se pro- 
dujeron, sino que tal orden jurisdiccio- 
nal se haya vinculado por los hechos 
que el órgano judicial de lo contencio- 
so-administrativo ha declarado como 
probados, aunque, claro está, podrá 
someter a prueba otros hechos distin- 
tos que no fueran relevantes en el or- 
den administrativo. 

Significado del apartado 5.” del 
artículo 15 en relación con las 
posibilidades de aseguramiento 
del recargo de prestaciones 
económicas de la Seguridad Social 

En el texto aprobado, en principio, 
por el Pleno del Congreso se recogía 
un último apartado de este artículo 
que venimos analizando -el 6.“-, que 
manifestaba que <<Ia empresa respec- 
to de sus trabajadores, los trabajado- 
res autónomos respecto de ellos mis- 
mos y las sociedades cooperativas 
respecto a sus socios, cuya actividad 
consista en la prestación de su traba- 
jo personal, podrán concertar opera- 
ciones de seguros que tengan como 
fin garantizar como ámbito de cober- 
tura la previsión de riesgos derivados 
del trabajo. En ningún caso podrá ser 
objeto de seguro alguno la responsa- 
bilidad del pago del recargo de pres- 
taciones económicas, en caso de AT 
y EP, por falta de medidas de seguri- 
dad e higiene en el trabajo, previsto 
en la legislación vigente, siendo nulo 
de pleno derecho cualquier pacto o 
contrato que se realice para cubrirla, 
compensarla 0 transmitirla>). 

Este apartado no se contenía en 
ningún artículo del Proyecto de Ley 
inicial, sino que en primer término, tal 
como lo hemos recogido posterior- 
mente y encardinado en el apartado 
6.” del artículo 42, fue el fruto de una 
enmienda parlamentaria de carácter 
transaccional por parte del grupo Par- 
lamentario Socialista en el Congreso 
de los Diputados, argumentando que 
el hecho de que el riesgo pueda ser 
asegurado refuerza la protección del 
trabajador. Posteriormente fue apro- 
bada en el Senado otra enmienda 
presentada por el mismo grupo parla- 
mentario que la anterior, que propo- 
nía el traslado de esta regulación, 

aunque recortada en su párrafo final, 
referido a la prohibición de asegura- 
miento del recargo, al punto 5.” del 
artículo 15, por ser ello más correcto 
técnicamente y justificando la supre- 
sión de esa última parte recogida ini- 
cialmente en el apartado 6.” del ar- 
tículo 42, en que tal prescripción nor- 
mativa se encuentra debidamente 
recogida en el vigente artículo 123.2 
del TRLGSS de 20 de junio de 1994. 

Se ha planteado la posibilidad de 
que a la luz de este nuevo artículo 
15.5 de la LPRL, que regula, como 
estamos viendo, dentro de los princi- 
pios de la acción preventiva, la op- 
ción o potestad de concertar opera- 
ciones de seguro que tengan como 
ámbito de cobertura la previsión de 

El empresario realizará la 
prevención de los riesgos 
laborales mediante la adopción 
de cuantas medidas sean 
necesarias para la protección 
de la seguridad y salud de los 
trabajadores, 

riesgos derivados del trabajo, sin 
proscribir ni distinguir a estos efectos 
el supuesto del recargo de prestacio- 
nes, se pefmita ya, en contra de lo 
previsto en la normativa en vigor has- 
ta estos momentos, el aseguramiento 
del recargo de prestaciones, con to- 
das las implicaciones que ello supon- 
dría. 

Entendemos, pese a la existencia 
de opiniones muy autorizadas en 
sentido contrario, que tal conclusión 
no es acertada, basándonos para ello 
en una interpretación del precepto se- 
gún los criterios históricos, revisando 
su tramitación parlamentaria, que re- 
fleja muy a las claras cuál es el espí- 
ritu y finalidad del legislador con la in- 

troducción de este precepto, así co- 
mo cuál es el significado y alcance 
del mismo. 

En efecto, la enmienda que propu- 
so la eliminación del párrafo que ex- 
presamente prohibía el aseguramien- 
to del recargo se justificaba no en la 
idea de que tal aseguramiento fuera 
posible, sino, al contrario, en la inne- 
cesariedad de la reiteración de una 
regulación que figura desde antiguo 
en nuestro Derecho. Con esta exposi- 
ción pretendemos demostrar cómo la 
intención del legislador no es hacer 
desaparecer la nulidad de cualquier 
contrato de seguro del recargo de 
prestaciones, sino la de evitar reitera- 
ciones superfluas de las normas, ya 
que tal prohibición de aseguramiento 
del recargo es clara y contundente en 
nuestro ordenamiento jurídico en vi- 
gor. Esta posición se refuerza por el 
hecho de que fuera el mismo grupo 
parlamentario el que presentara las 
dos enmiendas relativas al asunto 
que estamos tratando: la primera, 
contemplando la prohibición, y la se- 
gunda, no, pero mostrando su inten- 
ción de no cambiar al respecto lo que 
ya está consagrado tradicionalmente 
en nuestra normativa sobre el recar- 
go, sin que, además, en las Cámaras 
se planteara ninguna posición contra- 
ria o divergente sobre este tema. 

Medidas sancionadoras: tipos, 
alcance y significado 

Vamos a pasar ahora al artículo 44, 
que más que a una sanción adminis- 
trativa se refiere a una medida caute- 
lar, la «paralización de trabajos,,. Di- 
ce así: 

ccl. Cuando el inspector de Trabajo 
y Seguridad Social compruebe que la 
inobservancia de la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales impli- 
ca, a su juicio, un riesgo grave e inmi- 
nente para la seguridad y salud de 
los trabajadores podrá ordenar la pa- 
ralización inmediata de tales trabajos 
o tareas. Dicha medida será comuni- 
cada a la empresa responsable, que 
la pondrá en conocimiento inmediato 
de los trabajadores afectados, del 
Comité de Seguridad y Salud, del De- 
legado de prevención o, en su ausen- 
cia, de los respresentantes del perso- 
nal. La empresa responsable dará 
cuenta al inspector de Trabajo y Se- 
guridad Social del cumplimiento de 
esta notificación. 

El ITSS dará traslado de su deci- 
sión de forma inmediata a la autori- 
dad laboral. La empresa, sin perjuicio 
del cumplimiento inmediato de tal de- 
cisión, podrá impugnarla ante la dicha 
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autoridad en el plazo de tres días há- 
biles, debiendo resolverse tal impug- 
nación en el plazo máximo de veinti- 
cuatro horas. Tal resolución será eje- 
cutiva, sin perjuicio de los recursos 
que procedan. 

La paralización de los trabajos se 
levantará por la ITSS que la hubiera 
decretado, o por el empresario tan 
pronto como se subsanen las causas 
que la motivaron, debiendo, en este 
último caso, comunicarlo inmediata- 
mente a la ITSS. 

2. Los supuestos de paralización 
regulados en este artículo, así como 
los que se contemplen en la normati- 
va reguladora de las actividades pre- 
vistas en el apartado 2 del artículo 7 
de la presente Ley, se entenderán, en 
todo caso, sin perjuicio del pago del 
salario de las indemnizaciones que 
procedan y de las medidas que pue- 
dan arbitrarse para su garantía.,, 

Esta materia se encontraba, hasta 
el momento, regulada en el artículo 
19.5 del ET, aunque de una manera 
distinta. La diferencia más sustancial 
entre una y otra regulación estriba en 
los sujetos con competencia para de- 
cretar tal paralización: en el ET la 
tenían los órganos internos de la em- 
presa competentes en materia de se- 
guridad y, en su defecto, los repre- 
sentantes de los trabajadores en el 
centro de trabajo que apreciaran una 
probabilidad seria y grave de acci- 
dente por la inobservancia de la legis- 
lación aplicable en la materia, y si el 
riesgo de accidente fuera inminente 
la paralización de las actividades po- 
dría ser acordada por la decisión de 
los órganos competentes de la em- 
presa en materia de seguridad o por 
el 75 por 100 de los representantes 
de los trabajadores en empresas con 
procesos discontinuos, y de la totali- 
dad de los mismos en aquellas cuyo 
proceso sea continuo. 

Después, el procedimiento a se- 
guir, en cuanto a comunicaciones de 
la decisión a la autoridad laboral y 
otros órganos competentes, así como 
los plazos, también son distintos en 
ambas regulaciones. 

Según el artículo 45 de esta Ley 
-que cuando entre en vigor como 
norma de derecho objetivo y obligato- 
rio y con el rango de ley formal susti- 
tuirá a la LISOS y demás disposicio- 
nes que rigen actualmente la materia 
que a partir de entonces va a regular 
ella, rubricado con el título de <fInfrac- 
ciones administrativas,+, «son infrac- 
ciones a la normativa en materia de 
prevención de riesgos laborales las 
acciones y omisiones de los empre- 
sarios que incumplan las normas le- 
gales, reglamentarias y cláusulas nor- 

mativas de los convenios colectivos 
en materia de seguridad y de salud 
laboral sujetas a responsabilidad con- 
forme a la presente Ley,,. Esta pres- 
cripción tiene un contenido idéntico al 
del todavía hoy vigente artículo 5 de 
la LISOS de 1988. 

El procedimiento a seguir para san- 
cionar las infracciones cometidas en 
virtud de la LPRL es el especial regu- 
lado por la LISOS, que establece sus 
líneas básicas y principios generales, 
y su reglamento de desarrollo, que, 
como no se ha elaborado ninguno 
tras la promulgación de la LISOS, se 
sigue aplicando, en lo que no se 
oponga a este texto legal, el viejo De- 
creto de 1975. Expresamente aquí se 
hace alusión a la concurrencia de es- 
ta clase de responsabilidad, de natu- 
raleza administrativa, con las .de otros 
órdenes jurídicos. 

No obstante, en el ámbito de las 
Administraciones Públicas, en cuanto 
al personal,a su servicio, el procedi- 
miento sanciotiador será el que se 
establezca por el Gobierno en el ám- 
bito general de la Administración del 
Estado, sentando la Ley los principios 
a los que se debe ajustar la regula- 
ción de dicho procedimiento: 

a) El procedimiento se iniciará por 
el órgano competente de la Inspec- 
ción de Trabajo y Seguridad Social o 
por los representantes. de las autori- 
dades autonómicas y sanitarias, por 
orden superior, bien por propia inicia- 
tiva o a petición de los representantes 
del personal. 

b) Tras su actuación, la Inspección 
efectuará un requerimiento sobre las 
medidas a adoptar y plazo de ejecu- 
ción de las mismas, del que se dará 
traslado a la unidad administrativa 
inspeccionada a efectos de formular 
alegaciones. 

c) En el caso de discrepancias en- 
tre los ministros competentes, como 
consecuencia de la aplicación de este 
procedimiento, se elevarán las actua- 
ciones al Consejo de Ministros para 
su decisión final. 

En el apartado 2.” del citado artícu- 
lo se señala, asimismo, que las in- 
fracciones en el ámbito laboral se ca- 
lifican (al igual que en la LISOS) en 
leves, graves y muy graves, en aten- 
ción a la naturaleza del -deber infringi- 
do y la entidad del derecho afectado, 
de conformidad con lo establecido en 
los artículos siguientes de la presente 
Ley. 

A continuación, en los artículos 46, 
47 y 48 se enumeran y tipifican ex- 
presa y respectivamente las conduc- 
tas que merecen la calificación de in- 
fracciones por la norma, graduándo- 
las en atención a la gravedad que se 

estima que suponen cada una de 
ellas. 

El artículo 49 se refiere a las san- 
ciones que se pueden imponer a las 
infracciones tipificadas en los artícu- 
los anteriores, pudiéndose graduar 
desde el nivel mínimo hasta el máxi- 
mo, existiendo también, de manera 
semejante a lo que permite la LISOS, 
un grado medio, atendiendo esta gra- 
duación a los siguientes criterios que 
enumera la propia norma y que debe- 
rán ser en cada caso señalados ex- 
presamente en la resolución adminis- 
trativa para justificar y motivar la san- 
ción impuesta; lo cual supondrá, por 
tanto, una garantía para que el admi- 
nistrado le sea factible conseguir los 
fines de tutela, evitación de la inde- 
fensión y proporcionalidad entre la 
sanción impuesta y la infracción co- 
metida, teniendo en cuenta, dentro 
del ámbito de la legalidad y tipicidad, 
las circunstancias concurrentes en el 
caso concreto y realizando una valo- 
ración motivada del conjunto en cada 
supuesto específico a considerar. He 
aquí una loable plasmación de los 
principios consagrados en nuestra 
Norma Fundamental. 

Los criterios contenidos en el pre- 
cepto para tomar en cuenta a la hora 
de graduar las sanciones son: peli- 
grosidad de las actividades desarro- 
lladas en la empresa o centro de tra- 
bajo; carácter permanente o transito- 
rio de los riesgos inherentes a dichas 
actividades: gravedad de los daños 
producidos o que hubieran podido 
producirse por la ausencia o deficien- 
cia de las medidas preventivas nece- 
sarias; el número de trabajadores 
afectados; medidas de protección in- 
diyidual o colectiva adoptadas por el 
empresario e instrucciones impartidas 
por éste en orden a la prevención de 
riesgos; incumplimiento de adverten- 
cias o requerimientos previos de la 
ITSS (que es una actuación que se 
potencia en la LPRL en aras de con- 
seguir su fin primordial de preven- 
ción, que su propio título indica, y evi- 
tación de daños, y no tanto el de la 
reparación y depuración de responsa- 
bilidades, que es el remedio úlfimo y 
subsidiario para cuando han fallado 
todos los medios y medidas preventi- 
vas anteriores y prioritarios); inobser- 
vancia de las propuestas realizadas 
por los Servicios de Prevención, De- 
legados de Prevención o Comité de 
Seguridad y Salud en la empresa pa- 
ra la corrección de las deficiencias le- 
gales existentes, y conducta general 
seguida por el empresario en orden a 
la estricta observancia de las normas 
en materia de prevención de riesgos 
laborales. 

Los criterios de graduación anterior 
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no podrán atenuar o agravar la califi- 
cación de la infracción cuando están 
contenidos en la descripción (el tipo) 
de la conducta infractora, ya que lo 
contrario supondría una reiteración 
que no se atendría a la realidad y ob- 
jetividad del supuesto. Expresamen- 
te, la LPRL, y para respetar lo más 
posible el principio de tipicidad y evi- 
tar la discrecionalidad de la actuación 
de los órganos administrativos, en el 
artículo 49.3 in fine, señala que 
<<cuando no se considere relevante a 
estos efectos ninguna de las circuns- 
tancias enumeradas en el apartado 
1.” de este artículo, la sanción se im- 
pondrá en el grado mínimo en su tra- 
mo inferior)), lo cual es, sin duda, una 
clara manifestación de la interpreta- 
ción restrictiva del poder punitivo del 
Estado. 

Como se puede apreciar, los crite- 
rios que se tienen en cuenta para 
graduar las sanciones son mucho 
más específicos y detallados que los 
recogidos en el artículo 36.2 de la LI- 
SOS de 1988. 

La graduación de las sanciones 
consistentes en multa, que son las 
más normales y típicas en este cam- 
po de la actividad administrativa san- 
cionatoria en general, y en materia de 
seguridad e higiene en particular, se 
hace en el apartado siguiente del 
mismo artículo. 

Como se observa, respecto a lo 
que establece el artículo 37 de la LI- 
SOS, la elevación de la cuantía de 
las multas es muy considerable, ya 
que se pasa de una sanción mínima 
de 5.000 pesetas en la actualidad 
hasta las 50.000 que establece la 
LPRL, y de los 15 millones hasta los 
100 como límite máximo. Estas canti- 
dades pueden ser actualizadas por el 
Gobierno a propuesta del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. 

La finalidad o teleología que se per- 
sigue con este sustancial incremento 
es la disuasión y el intento más efec- 
tivo de compeler a los empresarios, 
por el temor a tan altas sanciones, la 
mayoría de los cuales no podrían pa- 
garlas, a cumplir estrictamente con 
las medidas preventivas idóneas a 
que le obligan las normas y, de este 
modo, reducir la siniestrabilidad labo- 
ral y mejorar el medio ambiente labo- 
ral, así como los índices de seguridad 
y salud en el trabajo. 

Al igual que en la LISOS, también 
en esta nueva normativa, cuyo co- 
mienzo de vigencia está muy próxi- 
mo, se regula la reincidencia en las 
infracciones, de manera muy seme- 
jante, con la diferencia de que la san- 
ción máxima a imponer, aun existien- 
do reincidencia, según el concepto le- 
gal que se recoge en la propia norma, 

de protecoón existentes. 

será de cien millones, en coherencia 
con la máxima cantidad posible que 
se puede imponer (por infracción muy 
grave en grado máximo). Existe rein- 
cidencia, a tenor de la LPRL, cuando 
<cse comete una infracción del mismo 
tipo y calificación que la que motivó 
una sanción anterior en el término de 
un año desde la comisión de ésta; en 
tal supuesto se requerirá que la reso- 
lución sancionatoria hubiera adquirido 
firmeza,,. 

Si se apreciara reincidencia, <cla 
cantidad de las sanciones conslgna- 
das en el artículo anterior podrá in- 
crementarse hasta el duplo del grado 
de la sanción correspondiente a la in- 
fracción cometida>,, sin exceder en 
ningún caso, como hemos dicho, del 
tope máximo de cien millones. 

Otra diferencia entre ambas regula- 
ciones es que en la LISOS el plazo 
requerido para apreciar tal reinciden- 
cia es expresamente de 365 días y el 
cómputo de los mismos se hace des- 
de la notificación de la resolución 
sancionatoria pnmera del mismo tipo 
y calificación que la reincidente, 
mientras que en la LPRL se habla de 
un año (lo que tendrá relevancia en el 
caso de los años bisiestos), y el cóm- 
puto del plazo es desde la comisión 
de la infracción por el empresario, lo 

que supone, en la práctica, un acorta- 
miento del tiempo para que se pueda 
apreciar la reincidencia de la que ve- 
nimos hablando, ya que entre la co- 
misión de la infracción y la notifica- 
ción de la sanción correspondiente 
por la misma al empleador infractor 
necesariamente transcurre un perío- 
do de tiempo, ya que entre medias 
debe desarrollarse el oportuno proce- 
dimiento administrativo sancionador, 
con todos los trámites necesarios 
consagrados normativamente. Por to- 
do esto, con la nueva regulación las 
posibilidades de apreciar reincidencia 
se reducen. Lo que sí es probable 
que se plantee son problemas de 
prueba de la fecha exacta de comi- 
sión de la infracción o desde cuándo 
se comienza a contar el plazo de 
reincidencia en el supuesto de infrac- 
ciones de tracto continuado en el 
tiempo. 

Respecto a la prescripción de las 
infracciones, también existen diferen- 
cias entre una y otra regulación: en la 
LISOS, las relativas a seguridad e hi- 
giene en el trabajo prescriben todas 
ellas a los tres años (art. 4); por su 
parte, en la LPRL, que estamos co- 
mentando, se establecen plazos 
prescriptivos distintos, según su califi- 
cación: las leves prescriben al año: 
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las graves, a los tres años, y las muy 
graves, a los cinco años, haciéndose 
el cómputo desde la fecha de comi- 
sión de la infracción (art. 51), que 
suscita los mismos problemas seña- 
lados con anterioridad respecto a la 
reincidencia. 

Además de la sanción administrati- 
va típica y principal, consistente en 
multas pecuniarias, la LPRL recoge 
también otras modalidades de san- 
ción, algunas de las cuales ya apare- 
cen en la normativa aún vigente, 
mientras que otras suponen claras 
novedades e innovaciones en nuestro 
Derecho. 

Como vimos, en relación a esto el 
artículo 44 se refiere a la paralización 
de trabajos. Es competencia de la 
ITSS ordenar la paralización inmedia- 
ta del trabajo si estima un riesgo gra- 
ve de accidente. No se regula la posi- 
bilidad que sí consagraba el artículo 
19.5 del ET de que los trabajadores, 
por unanimidad o acuerdo mayorita- 
rio, según los cas&, acordaran tal 
medida. 

El artículo 53 de la Ley se refiere a 
la sanción de suspensión o cierre del 
centro de trabajo, cuya dicción es 
exactamente igual que la del actual y 
vigente artículo 39 de la LISOS: <cEl 
Gobierno o, en su caso, los órganos 
de gobierno de las Comunidades Au- 
tónomas con competencias en la ma- 
teria, cuando concurran circunstan- 
cias de excepcional gravedad en las 
infracciones en materia de seguridad 
y salud en el trabajo, podrán acordar 
la suspensión de las actividades labo- 
rales por un tiempo determinado o, 
en caso extremo, el cierre del centro 
de trabajo correspondiente, sin perjui- 
cio, en todo caso, del pago del salario 
o de las indemnizaciones que proce- 
dan y de las medidas que puedan ar- 
bitrarse para su garantía.,, 

La única diferencia radica en que 
en la previsión normativa de la LISOS 
no se aludía a la competencia de los 
órganos de gobierno de las Comuni- 
dades Autónomas que tuvieran trans- 
feridas las competencias en materia 
de seguridad e higiene para acordar 
esta medida, y en la Ley 31/1995 se 
refiere a ello expresamente, para así 
ser coherente con la organización te- 
rritorial del Estado consagrado en la 
Constitución Española de 1978. 

ESTUDIO DEL ARTíCULO 54 DE 
LA LEY 31/1995, DE PREVENCIÓN 
DE RIESGOS LABORALES 

La principal novedad que .en este 
apartado de sanciones regula la nue- 
va norma aparece en su artículo 54. 
Es una medida sancionatoria nueva, 

I I 
En la nueva Ley, el empresario 
principal responde 
solldanamente, en caso de 
mcumpl~miento de las normas 
sobre seguridad e higiene en 
los centros de trabajo, por sus 
contratistas y subcontratistas. 

que no había aparecido nunca ni 
cuenta con ningún precedente en 
norma alguna de naturaleza laboral, 
ni tampoco administrativa, pues, aun- 
que leyes de contratos del Estado an- 
teriores a la reciente de 1995 sí ha- 
bían contemplado esta sanción en re- 
ferencia a otros delitos cometidos por 
los empresarios, tal prohibición no se 
había extendido nunca a los delitos ni 
infracciones relacionados con la ma- 
teria que nos ocupa, referida a la se- 
guridad e higiene en el trabajo, por lo 
que este precepto resulta especial- 
mente interesante para ser objeto de 
un estudio más pormenorizado. 

El texto del actual artículo 54 no es 
el del Proyecto inicial, sino otro distin- 
to consecuencia de una enmienda en 
el Senado del Grupo Parlamentario 
Socialista, que sustituyó íntegramen- 
te al anterior. Dice así el último artícu- 
lo de la LPRL, bajo la rúbrica de <<Li- 
mitaciones a la facultad de contratar 
con la Administración~~. <<Las limita- 
ciones a la facultad de contratar con 
la Administración por la comisión de 
delitos o de infracciones administrati- 
vas muy graves en materia de seguri- 
dad y salud en el trabajo se regirán 
por lo establecido en la Ley 13/1995, 
de 18 de mayo, de Contratos de las 
Administraciones Públicas.= 

Se justificó esta modificación en la 
adaptación técnica de esta regulación 
a la nueva Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas. 

Remisión a los artículos 20 y 34 de 
la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de 
Contratos de las Administraciones 
Públicas 

Por tanto, dado el tenor definitivo 
del artículo 54 en la LPRL para cono- 

cer cuál es el contenido sustantivo de 
esta norma de remisión, hay que acu- 
dir a la regulación concreta a la que 
expresamente nos envía y hacer de 
la misma una interpretación coheren- 
te para vislumbrar las repercusiones 
de índole eminentemente práctica 
que la introducción de esta innovado- 
ra sanción en nuestro ordenamiento 
va a suponer. 

Es obligado advertir que, teniendo 
en cuenta el carácter sancionador de 
este precepto, no parece adecuada la 
técnica legislativa empleada por los 
desastrosos efectos de desconoci- 
miento y de inseguridad jurídica a 
que puede dar lugar para sus desti- 
natarios. Además, este procedimiento 
de remisión supone ya la ruptura de 
uno de los principios inspiradores de 
la Ley, como es el de conseguir una 
regulación unitaria en materia de pre- 
vención de riesgos laborales y salud 
en el trabajo y paliar así los grandes 
inconvenientes de la dispersa regula- 
ción existente hasta ahora. 

Estas limitaciones a la facultad de 
contratar con las Administraciones 
Públicas engloba los supuestos fun- 
damentales: prohibición a las empre- 
sas de contratar con tales entes 
públicos y suspensión de su clasifica- 
ción, por lo que habremos de dirigir- 
nos, básica y principalmente, a los ar- 
tículos 20 y 34 de la mencionada Ley 
administrativa. 

Dice este artículo 20, bajo el título 
<<Prohibiciones de contratara,: 

<cI. En ningún caso podrán contra- 
tar con la Administración las perso- 
nas en quienes concurra alguna de 
las circunstancias siguientes: 

d) Haber sido condenadas por 
sentencia firme por delitos contra la 
seguridad e higiene en el trabajo o 
por delitos contra la libertad y seguri- 
dad en el trabajo, o haber sido conde- 
nadas o sancionadas con carácter fir- 
me por (...) infracción muy grave en 
materia social, de acuerdo con lo dis- 
puesto en la LISOS de 8 de abril de 
1988. En el caso de condena penal 
se aplicará lo previsto en el párrafo 
segundo de la letra a) de este artícu- 
10.” 

Por su parte, el párrafo 2.” de este 
apartado a) del mismo artículo esta- 
blece: <<La prohibición de contratar al- 
canza a las personas jurídicas cuyos 
administradores o representantes se 
encuentren en las situaciones men- 
cionadas por actuaciones realizadas 
en nombre o a beneficio de dichas 
personas jurídicas o en las que con- 
curran las condiciones, cualidades o 
relaciones que requiera la correspon- 
diente figura de delito para ser sujeto 
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activo el mismo y a aquellas cuyo ca- 
pital pertenezca mayoritariamente a 
personas que se encuentren en las 
mismas situaciones.,> 

Como podemos apreciar, en este 
apartado se hace una clara, aunque 
implícita, remisión al artículo 15 bis 
del Código Penal, ampliando aún 
más sus posibilidades y ámbito de 
aplicación. 

El artículo 34 de la norma de remi- 
sión viene referida a la sanción de 
&uspensión de las clasificaciones~) y 
su texto es el siguiente: 

~1. El ministro de Economía y Ha- 
cienda, a propuesta de la Junta Con- 
sultiva de Contratación Administrativa 
y previa formación del expediente ad- 
ministrativo con audiencia del intere- 
sado, podrá disponer la suspensión 
de las clasificaciones acordadas. 

3. Serán causas de suspensión 
por tiempo no superior a cinco años 
las siguientes: 

c) El incurrir en los supuestos pre- 
vistos en las letras c), d) y j) del ar- 
tículo 20. 

d) Haber sido sancionado, con ca- 
rácter firme, por infracción muy grave 
que haya ocasionado daños a la sa- 
lud de los trabajadores como conse- 

cuencia del incumplimiento de obliga- 
ciones en materia de seguridad y sa- 
lud laboral, previstas en la normativa 
sobre prevención de riesgos labora- 
les. 

5. En la suspensión de la clasifica- 
ción de empresarios que sean perso- 
nas jurídicas, por las causas de ori- 
gen procesal penal previstas en esta 
Ley, se tendrá en cuenta lo dispuesto 
en el segundo párrafo del artículo 
20,a). 

De esta regulación se derivan ya 
los requisitos para que esta normati- 
va sobre limitaciones a la facultad de 
contratar con la Administración pueda 
resultar aplicable a un supuesto con- 
creto, referida a la materia que aquí 
estamos tratando, que no es otra que 
la de seguridad en el trabajo y res- 
ponsabilidad administrativa por in- 
cumplimiento de las obligaciones re- 
lativas a ello. Serían los siguientes: 

1. Existencia de una sentencia pe- 
nal condenatoria o resolución admi- 
nistrativa sancionadora de carácter 
firme, bien sea porque la resolución 
administrativa o judicial no sea sus- 
ceptible legalmente de recurso algu- 
no, bien porque ya haya transcurrido 
el plazo normativamente establecido 
para su interposición. 

La empresa debe informar al trabajador sobre los riesgos derivados de su puesto de 
trabajo así como de las medidas de protección y prevención. 

2. Que la empresa en cuestión ha- 
ya sido condenada penalmente por 
un delito contra la seguridad e higie- 
ne en el trabajo o haya sido sancio- 
nada administrativamente por infrac- 
ción muy grave en materia social, se- 
gún lo que prescribe la LISOS, a la 
que se remite expresamente, pero 
que tras la entrada en vigor de la 
LPRL, en la rama social concreta de 
las infracciones de las normas de se- 
guridad e higiene en el trabajo, la re- 
ferencia debe entenderse hecha a la 
regulación que tal Ley prescribe, ya 
que la misma deroga expresamente a 
la LISOS en este punto. Hay que te- 
ner presente que las sanciones admi- 
nistrativas en este campo se imponen 
por el mero incumplimiento de las 
obligaciones legalmente establecidas, 
siendo indiferente a estos efectos 
que, además, tal incumplimiento sea 
causa de la producción de un resulta- 
do dañoso para la salud del trabaja- 
dor, entendida en un sentido integral, 
como hace la propia LPRL. Aquí se 
plantea una cuestión problemática en 
relación con el artículo 34.3,d), en 
cuanto a la suspensión de las clasifi- 
caciones, puesto que, en concreto y 
sólo para las infracciones sobre nor- 
mas de seguridad en el trabajo, se 
exige a la vez que dicha vulneración 
sea la causa de algún daño a la vida 
o integridad del trabajador. Esta 
cuestión será analizada con detalle 
más adelante. 

3. La sanción administrativa im- 
puesta debe haber sido por una in- 
fracción calificada específicamente 
como muy grave, por lo que en nues- 
tro ámbito serán las recogidas en el 
artículo 48 de la LPRL. 

Problemática que plantea la 
interpretación y aplicación de los 
artículos 20 y 34 de la LCAP 

Las reflexiones que inmediata e ini- 
cialmente suscita esta regulación 
apuntada son dos: la posible vulnera- 
ción del principio non bis in idem, ya 
que el supuesto de hecho de las san- 
ciones recogidas en estos dos artícu- 
los es precisamente la previa imposi- 
ción de una condena penal o sanción 
administrativa por infracción muy gra- 
ve cuando el sujeto pasivo de todas 
ellas haya sido una misma persona fí- 
sica, el empresario en nuestro caso: 
la segunda afecta al contenido o sig- 
nificado del término <(delito,, en este 
precepto y cuáles son las infraccio- 
nes penales que se engloban en la 
expresión <<delitos contra la seguridad 
e higiene en el trabajo>>. 

Vamos a intentar llegar a unas con- 
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clusiones simplemente aproximativas 
sobre el posible alcance y significado 
de estos preceptos conforme a una 
interpretación ajustada a Derecho. 

En cuanto a la posible violación del 
principio informador de nuestro orde- 
namiento non bis in idem, doctrina y 
jurisprudencia mayoritarias aceptan, 
apenas sin discusión, que esta san- 
ción de naturaleza administrativa pos- 
terior, consecuencia precisamente de 
una condena penal por delito o san- 
ción administrativa previa, sean com- 
patibles, argumentando que los bie- 
nes jurídicos protegidos en cada caso 
son distintos: en el primero de ellos lo 
que se pretende garantizar es que las 
obras públicas realizadas por medio 
de empresas privadas que han con- 
tratado con la Administración se reali- 
cen del mejor modo posible y por em- 
presas que cumplan sus obligaciones 
legales estricta y puntualmente, mien- 
tras que en el segundo, con la san- 
ción penal o administrativa por incum- 
plimiento de las medidas de seguri- 
dad e higiene, se pretende proteger 
la seguridad y salud en el trabajo y 
que la actividad laboral se desempe- 
ñe en las condiciones más adecua- 
das posibles. 

Respecto al ámbito de aplicación 
material de estos preceptos, hay que 
decir que, desde un punto de vista 
objetivo, según nuestro parecer, y si- 
guiendo los tradicionales criterios de 
interpretación de las normas sancio- 
nadoras y restrictivas de derechos, 
como lo es la presente que estamos 
analizando, la prohibición de contra- 
tar con la Administración se debe ex- 
tender sólo al supuesto de que la 
condena haya sido por delito en sen- 
tido estricto y no por faltas, a pesar 
de que, a veces y en determinados 
contextos, se utiliza el término <<del¡- 
toa, de forma genérica para referirse a 
toda clase de infracción penal, es de- 
cir, a delitos en sentido técnico-jurídi- 
co y también a las faltas. En este 
contexto parece que debemos ,enten- 
der el concepto ~~delito= en el primero 
de sus sentidos: el técnico o restringi- 
do. 

La cuestión a dilucidar en este 
apartado es la de si se incluyen todos 
los delitos en cuyo tipo del injusto se 
contemple una vulneración en alguna 
manera de las medidas de seguridad 
e higiene en el trabajo, es decir, to- 
dos los delitos específicos que el Có- 
digo Penal dedica a esta materia, o 
bien, a todos aquellos casos en que, 
existiendo delito cuya conducta haya 
consistido en infracción de las medi- 
das de seguridad e higiene en el tra- 
bajo, no se apliquen esos tipos pena- 
les específicos, que es, por otra par- 
te, lo que sucede la mayoría de las 

veces, sino los genéricos referentes a 
los resultados producidos: de homici- 
dio, lesiones, imprudencia, etc.; la úl- 
tima posibilidad es que el precepto se 
refiere con exclusividad a los tipos in- 
cluidos en el CP bajo las rúbricas de 
<<Delitos contra la seguridad y salud 
laboral,) y <<Delitos contra la seguri- 
dad y libertad en el trabajo>>, opción 
ésta~que constituiría una interpreta- 
ción restrictiva, que es la que se de- 
fiende para las normas de índole san- 
cionadora. 

De estas tres opciones creemos 
que, de acuerdo con el espíritu del ar- 
tículo y de la norma en que se inclu- 
ye, que es fundamentalmente prever% 
tivo, y según una interpretación cohe- 
rente y sistemática, que en mod.o 
alguno conduce a resultados distor- 
sionadores y contradictorios, al :me- 
nos debemos acoger la primera de 
las opciones planteadas, esto es, en 
todos los casos en que se condene a 
través de sentencia firme por delito y 
en la conducta típica se haya aprecia- 
do un incumplimiento de las medidas 
de seguridad e higiene en el trabajo, 
se incluyan o no los delitos aplicados 
en las rúbricas concretas especifica- 
das por la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas. Pensa- 
mos que incluso se podría ir más allá: 
siempre que se pruebe que ha existi- 
do tal incumplimiento de las normas 
sobre seguridad e higiene y se con- 
dene al sujeto infractor por delito de- 
bido a la constatación y prueba de tal 
circunstancia y encontrándonos, ade- 
más, en un campo específicamente 
laboral, ya sea por un delito específi- 
co o por uno genérico en función de 
los resultados que dicho incumpli- 
miento ha ocasionado habrá lugar a 
las sanciones administrativas a que 
nos remite el artículo 54 de la LPRL. 

Esta postura se basa asimismo en 
el artículo 3.” del Código Civil, que 
señala como uno de los criterios in- 
terpretativos el de la adecuada aco- 
modación a la realidad social del mo- 
mento en que la norma va a ser apli- 
cada, y dado que, en nuestra realidad 
práctica, nuestros órganos jurisdiccio- 
nales apenas aplican en materia de 
salud laboral los delitos específicos 
referidos a la cuestión, sino los gené- 
ricos de imprudencia, homicidio, le- 
siones, etc., si nos decantáramos por 
alguna de las otras posturas apunta- 
das más restrictivas en cuanto al ám- 
bito objetivo de aplicación del precep- 
to, éste realmente quedaría inoperan- 
te y sin aplicación, lo cual nunca pue- 
de ser el fin ni el resultado de una 
norma nueva. La tesis que defende- 
mos no creemos contradiga ni atente 
contra la letra de la norma, ya que los 
conceptos y nociones que usa gozan 

de un amplio contenido, además de 
indeterminado. 

Otro tema o punto controvertido de 
los que se aprecian en este artículo 
objeto de nuestro comentario, hace 
alusión, por su parte, al ámbito subje- 
tivo de aplicación del artículo 54 del 
PLPRL. 

Dice el artículo 2O,d), de la LCAP 
(Ley de Contratos de las Administra- 
ciones Públicas): <cEn el caso de con- 
dena penal se aplicará lo previsto en 
el párrafo 2.” de la letra a) de este ar- 
tículo,,, que a su vez ostenta el si- 
guiente contenido: <cLa prohibición de 
contratar alcanza a las personas jurí- 
dicas cuyos administradores o repre- 
sentantes se encuentren en las situa- 
ciones mencionadas por actuaciones 
realizadas en nombre o a beneficio 
de dichas personas jurídicas o en las 
que concurran las condiciones, cuali- 
dades o relaciones que requiera la 
correspondiente figura del delito para 
ser sujeto activo del mismo y a aque- 
llas cuyo capital pertenezca mayorita- 
riamente a personas que se encuen- 
tren en las mismas situaciones.,, 

Esta regulación significa o repre- 
senta claramente una remisión 0 
plasmación implícita del artículo 15 
bis del Código Penal, pero amplía 
aún más sus posibilidades de punibili- 
dad y, además, aclara y explica algu- 
na de las dudas que ese precepto ha 
planteado a la experta doctrina y a la 
jurisprudencia que lo ha aplicado. Se- 
gún esta redacción preceptiva, la 
prohibición de contratación con las 
Administraciones Públicas, que es el 
contenido de la sanción administrati- 
va que reglamenta, se aplica no sólo, 
y como resulta obvio, cuando los em- 
presarios personas físicas hayan re- 
sultado condenados por sentencia fir- 
me por algún delito contra la seguri- 
dad y salud en el trabajo, sino 
también a las empresas personas ju- 
rídicas cuando los condenados por 
tales delitos sean los administradores 
o respresentantes de éstas, que se- 
rán personas físicas que actúan al 
servicio de dichas entidades con per- 
sonalidad jurídica, siempre, claro es- 
tá, que hayan sido dichas personas 
físicas las que hayan realizado la ac- 
ción típica constitutiva de la infracción 
penal recogida en el CP y que se en- 
cuentren asimismo en las siguientes 
situaciones: 

- Que dicha acción delictiva la rea- 
lizara la persona física actuante en 
nombre o en beneficio de una empre- 
sa persona jurídica para la que actúa 
o trabaja. Aquí se acude a un criterio 
más bien fáctico, o sea, se extiende a 
todas aquellas personas físicas que 
de derecho, o simplemente de hecho, 
aun sin ostentar una vinculación de 
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Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud 
en e/ trabajo. 

carácter jurídico con la empresa en 
cuestión, ejercen funciones de repre- 
sentación o actuación en nombre de 
la empresa, es decir, un dominio so- 
cial dentro del concreto ámbito o 
campo de la seguridad e higiene en 
la empresa, siendo en el ejercicio de 
dichas funciones, que legítimamente 
le corresponden, cuando incumple 
sus obligaciones en la materia, dando 
lugar con ello a la comisión de un de- 
lito. 

- Cuando la persona física, repre- 
sentante o administrador de la em- 
presa persona jurídica, normalmente 
una sociedad, que es el supuesto 
más habitual en el mundo empresa- 
rial actual y en el tráfico jurídico, co- 
mete la acción típica constitutiva del 
delito, pero es en la persona jurídica 
a la que representa 0 en cuyo nom- 
bre ejerce sus funciones, en la que 
concurren, y no en dlcha persona físi- 
ca autora material de la conducta o 
comportamientos infractores, las cua- 
lidades, condiciones físicas, profesio- 
nales, etc., 0 requisitos que exige el 
tipo subjetivo penal. Este criterio es 
exactamente el mismo que contempla 
en su redacción el artículo 15 bis del 
CP. Según la mayoría de la doctrina y 
la jurisprudencia, este artículo se de- 
be aplicar solamente a los delitos es- 

peciales, tanto a los de carácter pro- 
pio como impropio, pero nunca a los 
comunes, es decir, cuando se trata 
de delitos en que al sujeto activo del 
mismo se le exigen para poder osten- 
tar tal condición unos requisitos 0 
cualidades determinadas, de modo 
que si se comete la acción típica por 
un sujeto o actor que no reúne dichas 
condiciones, esta acción no será 
constitutiva de delito. A diferencia de 
los delitos comunes, que son aque- 
llos que se pueden imputar a cual- 
quier persona física que realice la ac- 
ción tipificada en la norma penal, sin 
exigírsele ninguna condición personal 
especial o adicional, ya que en este 
caso el representante o administrador 
de la persona jurídica sería sanciona- 
do por sí mismo, como tal persona fí- 
sica y no por su condición de repre- 
sentante de una entidad con persona- 
lidad jurídica (que como tal no 
pueden ser materialmente penados, 
dado el carácter personalísimo e indi- 
vidual de la responsabilidad penal, 
expresado en el Derecho Romano y 
hasta nuestros días mediante eJ prin- 
cipio societas delinquere non pote@, 
en la cual recaen, y no en él, las con- 
diciones personales que exige o re- 
quiere el tipo del injusto. 

Todo esto quiere decir que la san- 

ción de no poder contratar con las 
Administraclones Públicas sólo se im- 
pondrá a las empresas personas jurí- 
dicas cuyos representantes o admi- 
nistradores, con vínculación jurídica o 
simplemente de hecho, hayan sido 
sancionados penalmente por delitos 
contra la seguridad y salud en el tra- 
bajo en sentido amplio, por hechos 
ejecutados en el ejercicio de sus fun- 
ciones dentro del ámbito de dominio 
social que le corresponde, y cuando 
los requisitos subjetivos que el tipo 
penal exige los cumpla la persona ju- 
rídica en cuestión y no la persona físi- 
ca que resulta condenada por haber 
realizado material y directamente la 
acción, por ejemplo, el requisito de 
ser empresario (éste es el caso de la 
obligación de seguridad). 

Según este razonamiento, si los re- 
presentantes o administradores con- 
denados mediante sentencia firme 
por algún delito común, es decir, in- 
dependientemente de su condición 
de representante o administrador de 
una sociedad, ello no será relevante 
a los efectos que estamos tratando, 
por lo que no será de aplicación la 
sanción administrativa de no poder 
contratar con las Administraciones 
Públicas, ni cuando esa persona físi- 
ca esté actuando por completo al 
margen o fuera de sus funciones, sin 
tener nada que ver con el campo de 
actuación que le corresponde en vir- 
tud de su puesto o vinculación con la 
empresa. 

- Más adelante el criterio anterior 
se amplía cuando se indica que la 
sanción del artículo 54 de la LPRL 
también será de aplicación cuando el 
castigado firmemente por delitos con- 
tra la seguridad y salud laboral lo 
sean personas a quienes pertenece 
la mayoría del capital de la empresa y 
se encuentren en la misma situación 
descrita anteriormente para los repre- 
sentantes o administradores de una 
empresa con personalidad jurídica: 
esto es, que la acción penalmente 
sancionada la hayan realizado estos 
sujetos en nombre o a beneficio de 
dicha persona jurídica en la que con- 
curran las condiciones, cualidades o 
relaciones que requiera la correspon- 
diente figura del delito para ser sujeto 
activo del mismo. De este modo, en 
este apartado se recoge de manera 
clara la posibilidad de que el vínculo 
o nexo de unión entre la empresa y el 
castigado penalmente sea meramen- 
te fáctico o de hecho sin necesidad 
de que jurídicamente.esa persona fí- 
sica que ejerce funciones directivas y 
se sitúa en la cúspide de la estructura 
jerárquica de la empresa ostente una 
vinculación de este carácter con la 
misma. Se refiere así al concepto am- 
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plio e indeterminado de directivo de 
una entidad, o, incluso, a los repre- 
sentantes voluntarios. 

En conclusión, el ámbito de aplica- 
ción sujetiva del artículo 54 compren- 
de tanto a empresarios personas físi- 
cas como jurídicas, siempre que en 
estas últimas, que como tales y por 
obstáculos puramente materiales y 
fácticos no pueden resultar penal- 
mente responsables, existan unas 
personas físicas que en alguna medi- 
da actúen en su nombre, y dentro de 
éstas que actúen en su nombre o re- 
presentación en una esfera u órbita 
concreta de funciones las que las ten- 
gan y ejerzan el dominio social en la 
parcela específica referida a la acción 
objeto del tipo penal cometido y que, 
además, no concurran en ellas los 
elementos subjetivos exigidos por el 
tipo, sino en la empresa dotada de 
personalidad jurídica poi la que ac- 
túa. 

Refiriéndose ahora exclusivamente 
al artículo 34 de la LCAP, parece que 
tiene lugar una distorsión o incohe- 
rencia entre los apartados c) y -d) de 
su número 3. Así, son causas de sus- 
pensión en la clasificación de las em- 
presas con las Administraciones Pú- 
blicas por tiempo no superior a cinco 
años tanto la sanción firme por infrac- 
ción administrativa muy grave en ma- 
teria social (en la que en principio se 
incluyen las relativas a seguridad y 
salud laboral), según lo que dispone 
la LISOS de 1988, y que, como diji- 
mos anteriormente, en lo referente a 
seguridad en el trabajo, la referencia 
debe entenderse hecha a la LPRL, 
que deroga a la LISOS en esa parte. 
Como ya adelantamos también, para 
la imposición de estas sanciones no 
se requiere la producción de ningún 
efecto lesivo sobre la salud de los tra- 
bajadores, sino tan sólo el mero in- 
cumplimiento de las medidas recogi- 
das en las normas vigentes (supuesto 
en que, además, la empresa tampoco 
podrá contratar con la Administra- 
ción). Esto es lo que prescribe el 
apartado c). A continuación, el apar- 
tado d) establece como causa de la 
misma suspensión la sanción admi- 
nistrativa de carácter firme por infrac- 
ción muy grave de las normas de se- 
guridad en el trabajo que, además (se 
regula como requisito conjunto), ha- 
yan ocasionado concausalmente al- 
gún daño a la salud de los trabajado- 
res. Es decir, se añade una condición 
más que respecto al resto de sancio- 
nes administrativas, coincidiendo de 
este modo plenamente con los requi- 
sitos que dan lugar a la imposición 
del recargo de prestaciones económi- 
cas de la Seguridad Social. 

Visto el panorama normativo, pode- 

mos defender una interpretación del 
tenor siguiente: para que proceda la 
sanción del artículo 20 de la LCAP, 
de prohibición de contratación con las 
Administraciones Públicas, a la que 
remite el artículo 54 de la LPRL, se 
requiere que exista una sanción ad- 
ministrativa firme por infracción muy 
grave, según la tipificación de la LI- 
SOS, salvo para las referidas en ma- 
teria de seguridad e higiene, en la 
que habrá que acudir al artículo 48 de 
la LPRL, siendo indiferente en todos 
los casos que se haya producido o no 
resultado dañoso para la salud de los 
trabajadores. 

En cuanto al artículo 34, referido a 
la suspensión de las clasificaciones, 
entiendo que, a pesar de su reenvío 
expreso al supuesto: d) del artículo 
20, que acabamos de analizar, como 
acto seguido efectúa una referencia 
expresa a la infracción muy grave de 
las medidas de seguridad e higiene 
establecidas en su normativa especí- 
fica que, además, haya dado lugar en 
virtud de una relación de causalidad a 
daños en la salud de los trabajado- 
res, la interpretación más acorde se- 
ría que, mientras que para el resto de 
infracciones muy graves en materia 
social, reguladas efectivamente en la 
LISOS, se requiere exclusivamente la 
sanción firme por el mero incumpli- 
miento en los términos de dicha nor- 
ma, para las infracciones muy graves 
en materia de seguridad e higiene, 
sometidas al nuevo régimen conteni- 
do en la LPRL y no ya en la LISOS, 

Son infracciones a la normativa 
en materia de prevención de 
riesgos laborales las acciones y 
omisiones de los empresarios 
que incumplan las normas 
legales, reglamentarias y 
cláusulas normativas en los 
convenios colectivos en materia 
de seguridad y de salud laboral 
sujetas a responsabilidad 
conforme a la presente Ley. 

como hasta ahora, para que la sus- 
pensión de la clasificación pueda 
efectuarse legalmente se exige con- 
juntamente con lo anterior que se ha- 
ya ocasionado un daño a la salud de 
los operarios, por lo que, en caso de 
que esto último no se llegue a produ- 
cir, el simple incumplimiento sin más, 
calificado de muy grave normativo 
castigado de modo firme, no dará Iu- 
gar a tal suspensión. 

En todo caso, si se ocasionan con- 
secuencias materialmente dañinas 
para la vida, integridad o salud de los 
trabajadores, causadas por alguna in- 
fracción del empresario de las nor- 
mas de seguridad que haya sido san- 
cionada con carácter firme por la Ad- 
ministración, calificándola como 
grave 0 leve, no será operativa la 
prohibición de contratar con las Admi- 
nistraciones ni la suspensión de la 
clasificación porque el tipo adminis- 
trativo sancionador exige siempre co- 
mo elemento imprescindible que la 
calificación de la infracción cometida 
sea de muy grave. 

Efectos para los empresarios de la 
aplicación de estos preceptos 

Será también la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas la 
que establezca y y regule los demás 
extremos referentes a estas infraccio- 
nes, que, además, tendrán que ser 
objeto de desarrollo reglamentario. A 
este respecto hay que mencionar los 
apartados 1 del artículo 21 y 1, 3 y 5 
del artículo 22 de la citada norma ad- 
ministrativa. . .I 

La prohlblclon de contratar en los 
supuestos del artículo 2O,d), requerirá 
su previa declaración mediante pro- 
cedimiento cuya resolución fijará ex- 
presamente la Administración a la 
que afecte, y su duración, según es- 
tablece el último párrafo del artículo 
21.1. 

Por su parte el artículo 22 lleva el 
título de <<Los efectos de la falta de 
capacidad, solvencia y de las prohibi- 
ciones para contratar,,. En los puntos 
que a nosotros nos interesan mani- 
fiesta lo siguiente: 

En el párrafo primero regula que 
<<las adjudicaciones de contratos en 
favor de personas que carezcan de la 
capacidad de obrar o de solvencia y 
de las que se hallen comprendidas en 
alguno de los supuestos del artículo 
20 serán nulas de pleno derecho. Sin 
perjuicio de ello, el órgano de contra- 
tación podrá acordar que el empresa- 
rio continúe la ejecución del contrato, 
bajo las mismas cláusulas, por el 
tiempo inevitable para evitar perjui- 
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cias al interés público correspondien- 
te,,. 

El apartado 3.” del mismo precepto 
comprende el siguiente contenido 
normativo: <(La capacidad para decla- 
rar la prohibición de contratar en los 
supuestos contemplados en las letras 
a), en el caso de condena por senten- 
cia firme, y del artículo anterior co- 
rresponderá al ministro de Economía 
y Hacienda, que dictará resolución a 
propuesta de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa, y revesti- 
rá carácter general para todas las Ad- 
ministraciones Públicas.~~ 

El artículo 22.5 dispone que <<Ia 
prueba, por parte de los empresarios, 
de no estar incursos en las prohibicio- 
nes para contratar con las Adminis- 
traciones señaladas en el artículo an- 
terior, en relación a las situaciones 
señaladas en sus distintas letras, po- 
drá realizarse mediante testimonio ju- 
dicial o certificación administrativa, 
según los casos, y cuando dicho do- 
cumento no pueda ser expedido por 
la autoridad competente podrá ser 
sustituido por una declaración de res- 
ponsabilidad otorgada ante la autori- 
dad administrativa, notario público u 
organismo profesional cualificado. 
Cuando se trate de empresas de los 
Estados miembros de la Unión Euro- 
pea y esta posibilidad se contemple 
en la legislación del Estado respecti- 
vo, podrá sustituirse también por de- 
claración responsable, otorgada ante 
una autoridad judicial. 

Por último, el artículo 31 de la mis- 
ma Ley administrativa, bajo la rúbrica 
<<Denegación de las clasificaciones=, 
prescribe que <<podrá denegarse la 
clasificación de aquellas empresas de 
las que, a la vista de las personas 
que las rigen o de otras circunstan- 
cias, pueda presumirse que son una 
continuación, transformación 0 suce- 
sión de otras empresas respecto de 
las cuales se haya acordado la sus- 
pensión de su clasificación o su inha- 
bilitación para contratar, de conformi- 
dad con lo dispuesto en los artículos 
20 y 21». 

Con esta reglamentación se intenta 
evitar que los empresarios que se en- 
cuentren en las situaciones previstas 
en el artículo 20 básicamente come- 
tan fraudes de ley o abuso de dere- 
cho, en nuestro caso por incumpli- 
miento de su obligación normativa (y 
moral) de adoptar todas las medidas 
de seguridad necesarias y hayan sido 
sancionados por ello en los términos 
que exige esta Ley, mediante la inter- 
posición de otros empresarios apa- 
rentes o simulando que se trata de 
empresa distinta, siendo en realidad 
la misma. 

Para finalizar conviene destacar 

El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre 
Prevención de riesgos laborales. 

que se establece un límite temporal 
en la duración de estas sanciones. 

De este modo, el artículo 21.2 dice 
que <cel alcance de la prohibición se 
apreciará en la forma que reglamen- 
tariamente se determine, atendiendo, 
en su caso, a la existencia de dolo o 
manifiesta mala fe en el empresario y 
a la entidad del daño causado a los 
intereses públicos no excediendo de 

las multas es muy cons/derable, 
pues se pasa de una sanctón 
mínima de 5.000 ptas. en la 
actualidad hasta las 50.000 
ptas., que establece la LPRL, y 
de los 15 millones hasta los 
1 OO, como límite máximo. 

cinco años, con carácter general, 0 
de ocho para prohibiciones que ten- 
gan por causa la existencia de conde- 
na mediante sentencia firme. En todo 
caso, se estará a los pronunciamien- 
tos que sobre dichos extremos, en 
particular sobre la duración de la 
prohibición de contratar, contenga la 
sentencia 0 resolución firme, y en tal 
supuesto, las prohibiciones de contra- 
tar se aplicarán de forma automática 
por los órganos de contratación>>. 

Por su parte, la suspensión a la 
empresa en la calificación a efectos 
de contratación con las Administra- 
ciones Públicas no puede ser supe- 
rior a cinco años (art. 34). Se prescri- 
be, pues, una limitación máxima, aun- 
que parece que no existe límite míni- 
mo, por lo que tendrá que haber una 
gradación, ya sea normativa, a nivel 
reglamentario, o jurisprudencial, que 
deberá estar en función de la grave- 
dad del resultado dañoso para el tra- 
bajador o trabajadores, ya que la cali- 
dad de la infracción en todo caso tie- 
ne que ser la de <<muy grave,,, por lo 
que el criterio de comparar la grave- 
dad de conductas no servirá a este 
respecto. 
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